
Crónica para el Futuro 

Ministro Marcel reconoció que “tenemos un desafío” 

Empleo público en la mira: Críticos urgen 
por reformas al Estatuto Administrativo 
  

JOAQUÍN CASTRO 
no de los principales de- 
safíos que expertos y 
académicos plantean a la 
hora de discutir cómo 

mejorar el funcionamiento del Es- 
tado es crear un nuevo régimen de 
empleo público. 

En Chile, la principal norma que 
regula los trabajos en el Estado es el 
Estatuto Administrativo, que data 
de 1989 con modificaciones poste- 
riores, Ahí se definen las relaciones 
entre el Estado y el personal de mi- 
nisterios, intendencias, gobernacio- 
nes y los servicios públicos centrali- 
zados y descentralizados (con algu- 
nas excepciones); las modalidades 
de contratación y desvinculación de 
los funcionarios públicos, sus me- 
dios de promoción y la carrera fun- 
cionaria, entre otros aspectos. 

El estatuto se creó con el objetivo 
de tener un régimen que diera esta- 
bilidad a los trabajadores y mante- 
ner así la continuidad de a ejecu- 
ción de políticas públicas, con per- 
sonas que se fueran especializando 
en sus áreas. 

Sin embargo, a esta norma se la 
responsabiliza, en buena medida, 
de problemas como los distintos ti- 
pos de contratación que han surgi- 
do y aumentado para sortear la ri- 
gidez y casi inamovilidad de parte 
de la dotación o los escasos meca- 
nismos de promoción (y remoción) 
de funcionarios. 

Para el exdirector de la Dipres e 
investigador asociado de CIES- 
UDD, Matías Acevedo, se necesitan 
“cambios urgentes, medidas de 
shock para cambiar esto”. 

Indluso el ministro de Hacienda, 
Mario Marcel, en un seminario rea- 
lizado en la Casa Central de la U. de 
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La variedad de tipos de contratos, la casi inamovilidad de las plantas y los sistemas de 

evaluación de desempeño de los trabajadores generan reparos al sistema. 

  

Cantidad de personas por tipo de 
contrato del Gobierno Central 

103.722 
(21,6%) 

  

El negocio de los abogados que 
defienden a honorarios del Estado 

Tal como ocurrió con los recursos de pro= 
tección contra las isapres, ha surgido una 
industria de estudios de abogados dedicados a 
representar a trabajadores a honorarios que 
deciden demandar a reparticiones públicas. Lo 
hacen solicitando compensaciones por los años 

más de ocho mil causas con una tasa de éxito 
de más del 90%. Camila Cárdenas, abogada 
jefe de esa oficina, asevera que las demandas 
de honorarios contra el Estado van al alza. 
Hay casos donde a las personas no se les 

avisa sobre su no renovación y cuando llegan a 
Chile el pasado 10 de enero, recono- 
ció que es necesario revisar la nor- 
ma: “La ley de base de este estatuto 
data de la dictadura y obedecía a la 
idea de quelacarrera administrativa 
partía desde auxiliares hasta la di- 
rección de un servicio público y de 

de servicio, alegando que cumplían con todas 
las obligaciones y responsabilidades de un 
trabajador a contrata o planta, En algunos 
casos, han conseguido hasta $20 millones de 
indemnización cuando logran comprobar que 
tenían una relación laboral a lo largo del tiem- 
po con su empleador. 

En SoyHonorario aseguran que han llevado 

trabajar encuentran a otro sentado en su 
asiento”, afirma 

Basta una búsqueda en internet para en- 
contrar estudios que asesoran a trabajadores 
de honorarios como Defensa Honorarios, 
Defensa Trabajador y DFabogados. “El Mer- 
curio” los contactó, pero al cierre de esta 
edición no hubo respuesta 

  

Planta Contrata    
Fuente Dires manera uniforme para todas las 

funciones, independiente de los ob- 
jetivos de esta; ahí, por lo tanto, te- 
nemos un desafío”. 

Variedad de contratos 

En el estatuto se establecen tres 
calidades jurídicas de empleo: plan- 
ta, que tienen una relación laboral 
permanente y acceso a una serie de 
beneficios y garantías como la esta- 
bilidad laboral, protección contra el 
despido arbitrario, vacaciones y se- 
guridad social; a contrata, quienes 
tienen una relación temporal con el 
Estado hasta el 31 de diciembre de 
cada año y pueden ser renovados (la 
decisión se les debe comunicar 30 
días antes de que caduque el contra- 
to); y los honorarios, que no tienen 
responsabilidad administrativa 

Según el último Informe trimes- 
tral delos recursos humanos del sec- 
tor público de la Dipres, de los 
479.986 trabajadores del Gobierno 
Central a septiembre de 2024, 
103.722 eran funcionarios de planta, 

  

un aumento de 21% respecto de sep- 
tiembre de 2019. 

No obstante, estos representan 
solo el 216% del personal disponi- 
ble, pues son los trabajadores a con- 
trata los mayoritarios: equivalen al 
57,8% de los funcionarios del G 
bierno Central. Y no solo eso, sino 
que aumentaron 31,6% en compara- 
ción con el tercer trimestre de 2019. 

En el caso del personal a honora- 
rios, son 30.047 (el 6,3% del total) y 
disminuyeron 16,8% en cinco años. 

Adicionalmente, en el aparato 
estatal hay funcionarios contrata- 
dos con las normas del Código del 
Trabajo e incluso en las últimas dé- 
cadas se han creado reparticiones 
con modalidades fuera del Estatuto 
Administrativ 

Para el académico de la U. de Chi- 
leeinvestigador del COES, LuisGa- 
rrido, el alto número de personas 
con contratos temporales se usa 
precisamente “para tener una me- 
jor flexibilidad para responder a de- 

  

  

mandas específicas sin generar pro- 
blemas en las dotaciones perma- 
nentes. Además, existe una restric- 
ción presupuestaria para ofrecer 
cargos permanentes”. 

El problema ha sido que, en gene- 
ral, con los cambios de administra- 
ción, y como cada repartición tiene 
una dotación de planta autorizada, 
quienes llegan intentan trabajar con 
gente de su confianza utilizando cu- 
pos a contrata u honorarios. Y ocu- 
rre que quienes estaban en la planta 
terminan realizando funciones me- 
nores a las que desempeñaban 
cuando la autoridad era alguien, por 
ejemplo, de su color político, aun- 
que manteniendo su remuneración. 

Cuánto influye la confianza polí- 
tica y cuánto el mérito es algo discu- 
tible. Para disminuir la discreciona- 
lidad, hace ya más de 20 años se 
crearon el Servicio Civil y el Sistema 
de Alta Dirección Pública con el ob- 
jetivo de contar con directivos deex- 
celencia en cargos prioritarios a los 

     

que postulan a través de concursos 
públicos. La realidad ha mostrado 
que estos, en ocasiones, también son 
desvinculados antes de que termi- 
nen sus períodos. 

Cuestionadas evaluaciones 
de desempeño 

Otro punto que se cuestiona del 
sistema de empleo público actual es 
la evaluación de desempeño que se 
realiza de los funcionarios. 

Las remuneraciones de estos tra- 
bajadores están compuestas por el 
sueldo base más distintos bonos y 
asignaciones. En el caso de los fun- 
cionarios de planta y a contrata, se 
incluye el incentivo monetario co- 
rrespondiente a los Programas de 
Mejoramiento de Gestión (PMG), 
un sistema donde se fijan metas re= 
lacionadas con objetivos como ges- 
tión eficaz, eficiencia institucional y 
calidad de los servicios proporcio- 
nados. Si estas se cumplen, reciben 

Denuncian falta de comunicación, escasa planificación y excesiva burocracia: 

Instituciones que trabajan con el Estado piden unificar 
sistemas de rendición de gastos y mesas de 
Fundaciones y proveedores dan cuenta de atrasos en pagos comprometidos, pero afirman que no 

necesariamente se trata de escasez de recursos fiscales, sino de problemas de la administración. 
  

A. UGARTE Y N. CABELLO 
jeléfonos y correos que no se "| reparan decimos que 
se extravían y exceso de pape- 

leo son algunos de los problemas 
que revelan privados que se relac 
nan con distintas reparticiones pú- 
blicas. Son dificultades, afirman, 
que impactan su funcionamiento in- 
terno y también el servicio que brin- 
dan alos ciudadanos. 

Enel caso de proveedores, el prin- 
cipal problema son los pagos fuera 
de plazo. Pero distintas agrupacio- 
nes aseguran que la razón no es ne- 
cesariamente que no exista el dinero 
para pagarles —para comprar, las 
reparticiones públicas deben tener 
un documento que certifica la dispo- 
nibilidad presupuestaria—, sino de- 
ficiencias en la gestión. 

“Si uno no está llamando para co- 
brar, las facturas se quedan ahí 
tancadas. Hay clientes alos que sino 
vas a cobrarles presencialmente, no 
pagan”, dice Claudia Jorquera, pre- 
sidenta de la Asociación Gremial de 
Proveedores del Estado (AGPE) 
Cuenta que es común que órdenes 
de compra y facturas “no tengan los 
datos actualizados. Marcas el teléfo- 

  

    

  

  

no que aparece ahí para coordinar el 
despacho y puedes estar fácilmente 
cinco días llamando”. Y añade que 
reclamar no sirve porque al “Estado 
no le pasa nada por no pagar”. 

Para Jorquera, la solución es sim- 
ple: “Que hagan el ejercicio de pa- 
tarse y llevar la factura de un escrito- 
rio a otro. Literalmente es eso: que 
firmen y pase al siguiente”. 

Concuerda con lo anterior Eduar- 
do del Solar, director ejecutivo de la 
Asociación de Proveedores de la In- 
dustria de la Salud (APIS), y expone 
otro punto: “La planificación. No 
solononos pagana tiempo, sino que 
no nos compran porque tienen un 
problema muy grande de gestión”. 

A las fundaciones que sostienen 
convenios con el Estado les sucede 
algo similar. Los recursos de estos 
programas se entregan en distintas 
remesas y cada monto debe ser ren- 
dido por la ONG y luego aprobado 
por el Estado. A pesar de que son 
transferencias comprometidas des- 
de el inicio del convenio, las funda- 
ciones denuncian constantes retra- 
sos, lo que deriva en que la siguiente 
remesa no sea depositada. 

En fundación Pequeño Cottolen- 
go hubo una demora de cuatro me- 

  

  

  

    

un bono de 7,6% si fueron cumpli- 
das enun 90% o más y de un 3,8%si 
dicho cumplimiento fuere igual o 
superior a 75%. 

Asimismo, se establecen pautas 
para evaluar el desempeño. Estos 
criterios se rigen bajo un marco de 
referencia donde se toman en cuen- 
ta diversas variables que incluyen 
competencias, comunicación, direc- 
ción, procesos relacionados con 
clientes, entre otros. 

“Los sistemas de evaluación de- 
penden mucho de los criterios subje- 
tivos por parte de las jefaturas y tam- 
bién a través de los incentivos para 
evaluar de una cierta forma y, por lo 
tanto, la falta de objetividad se ve 
marcada por las relaciones humanas 
en la organización”, dice Garrido. 

Año a año, los resultados mues- 
tran que la mayoría de los trabajado- 
res consiguen altas evaluaciones y, 
con ello, los incentivos monetarios, 
loqueabre dudas sobre laidoneidad 
del sistema. 

      

  

ses en el pago. Según su director eje- 
cutivo, Cristián Glenz, este atraso 
“puede incluso generar la muerte de 
personas porque no le llegó el ali- 
mento o el medicamento necesario” 

Para Liliana Cortés, directora so- 
cial de Hogar de Cristo, esto es im- 
presentable porque “no se pueden 
Poner en pausa los proyectos”. Y la 
consecuencia para la institución es 
que hay “tensiones mensuales en 
los lujos de caja”. A sujuicio, deben 
existir plazos definidos para la 
aprobación de recursos por parte 
del Estado. 

Otro diagnóstico que comparten 
las ONG es la excesiva burocracia al 
momento de rendir los fondos que 
les entregan. Hans Rosenkranz, di- 
rector ejecutivo de Comunidad de 
Organizaciones Solidarias (COS), 
una red de 270 fundaciones, sostie- 
ne que muchas veces se debe “re- 
portar la misma información a dis- 
tintos ministerios, departamentos o 
subsecretarías, con criterios diferen- 
tes, y eso hace que se duplique el tra- 
bajo administrativo”. 

“La burocracia está ahogando el 
trabajo que se realiza en distintos es- 

  

  

    

  

trabajo 
pacios de la sociedad civil. Existe 
una sobrerregulación de procesos 
administrativos y de rendición”, in- 
dica Arturo Celedón, director ejecu- 
tivo de Fundación Colunga. 

Las organizaciones crearon una 
herramienta llamada FECU Social, 
un proyecto liderado por la COS, 
“enel quese genera unestándar más 
alto de rendición. Es el mismo docu- 
mento que tienen que presentar las 
empresas que están en la bolsa a la 
CMF”, indica Celedón. 

Eso sí, un aspecto positivo que 
subraya Cortés esla plataforma web 
de la Contraloría, SÍSREC, que per- 
mite “rendir de manera eficiente y 
fácil”, pero que está limitada a algu- 
nos ministerios. En su opinión, es 
debería ampliarse para tener un úni- 
co sistema de rendición. 

Paralos proveedores, otro elemen- 
to a optimizar son las descripciones 
de productos para compras por Con- 
venio Marco, pues dicen que muchas 
veces son incorrectas o poco detalla- 
das, y los precios no corresponden a 
la realidad. Jorquera añade que en 
ChileCompra no existe una instancia 
para conversar y plantear solicitudes 
oreclamos, sino un área de “inciden- 
tes”, que califica como poco resoluti- 
va. Poreso, creen que mesas de traba- 
jo y un diálogo constante —que afir- 
man hoy es escaso— podrían mejo- 
rar varios puntos. 
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